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RESOLUCIÓN 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de septiembre de 2018. 

 La señora Mayra García Guzmán, (en adelante, la peticionaria), 

solicita, a través del recurso de título, la revisión de una de las 

determinaciones contenidas en la Resolución y Orden emitida el 2 de 

mayo de 20181, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón 

(TPI). El foro primario determinó que los bienes que pertenecen a las 

corporaciones no pueden ser incluidos en la liquidación de los bienes 

gananciales. La peticionaria solicitó la Reconsideración en cuanto a 

dicha determinación. Esta fue declarada “No Ha Lugar” mediante Orden 

del 6 de julio de 2018.2 

 A continuación, expondremos los incidentes procesales 

pertinentes a la controversia traída a nuestra consideración. 

                                       
1 Archivada en autos y notificada el 18 de junio de 2018. 
2 Archivada en autos y notificada el 6 de julio de 2018. 



 
 

 
KLCE201801085 

 

pág. 2 de 17 

I. 

 El vínculo matrimonial entre la peticionaria y el señor Efraín 

Valentín Colón (en adelante, el recurrido), fue disuelto mediante 

Sentencia de divorcio dictada por el foro primario y archivada en autos 

el 2 de febrero de 2012, en el caso civil núm. D DI2011-0268. Las 

partes habían contraído matrimonio bajo el régimen de sociedad legal 

de gananciales. El 13 de diciembre de 2013, la peticionaria instó 

Demanda sobre liquidación de bienes y acción derivativa, en contra del 

recurrido en su capacidad personal y como presidente u oficial 

principal de las Corporaciones General Power, Inc., Náutica Properties, 

Inc., y Náutica Café, Inc. La peticionaria alegó que, durante los casi 24 

años de matrimonio, adquirieron varios inmuebles a nombre de ambos 

y otros a nombre de las corporaciones que pertenecen a ambas partes a 

razón del 50% cada uno. La peticionaria alegó, además, que el 

recurrido había creado sociedades y/o nuevas corporaciones para 

desviar los fondos de la extinta sociedad legal de gananciales. Solicitó 

que se realizara el inventario y avalúo de los referidos bienes para así 

adjudicar los créditos correspondientes, entre otras solicitudes. En su 

contestación a la Demanda, el recurrido aceptó que la peticionaria ha 

pertenecido a la Junta de Directores de las tres corporaciones y expuso 

que, en la actualidad esas tres corporaciones están básicamente 

inoperantes y sus propiedades están embargadas por los acreedores. 

Posteriormente, la peticionaria presentó moción para solicitar la co-

administración de los bienes en comunidad, señalamiento de vista y 

órdenes provisionales.  

 Las partes sometieron el Informe de Manejo del Caso el 30 de 

octubre de 2014. Tras múltiples incidentes procesales, el TPI nombró 

como Comisionado Especial al Contador Público Autorizado (CPA) 

Carlos González Varela, mediante Orden de 7 de diciembre de 2015, 
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quien aceptó el nombramiento.3 Las partes continuaron con la 

presentación de escritos ante el TPI y el 14 de junio de 2016 se celebró 

vista sobre estado procesal. Durante la vista, el Comisionado Especial 

sometió un Informe4 en donde solicitó que se aprobara la designación 

del tasador y se determinara la forma de pago de sus honorarios. 

Además, el Comisionado Especial sometió la propuesta del tasador para 

valorar las propiedades de las partes. La tasación propuesta se dividió 

en dos grupos: uno sobre las propiedades a nombre de la peticionaria y 

el recurrido, y otro para valorar las propiedades inmuebles adquiridas a 

nombre de las corporaciones. En cuanto al Informe del Comisionado, el 

TPI emitió Orden el 21 de julio de 2016, en la que declaró “Ha Lugar en 

cuanto al Tasador” y dispuso que el pago de las tasaciones sería 

efectuado por la peticionaria y el recurrido en partes iguales.5 

 Luego de varios incidentes procesales relacionados al Informe 

Final del Comisionado Especial, el 1 de febrero de 2017, el recurrido 

presentó Moción en Oposición a que se Tasen las Propiedades de la 

Corporación General Power, Inc. y a que se Incluyan como Parte de la 

Sociedad Legal de Gananciales. En su escrito, alegó, por segunda 

ocasión, que la Corporación General Power, Inc., le pertenecía a su 

padre. Planteó, además, que el TPI no había adquirido jurisdicción 

sobre las corporaciones demandadas. La peticionaria se opuso al 

reclamo del recurrido para excluir las tasaciones de ciertas propiedades 

inmuebles. Esta última Moción fue declarada “Ha Lugar” por el TPI 

mediante Orden de 8 de marzo de 2017. El recurrido solicitó 

reconsideración de dicha determinación. La misma fue declarada “No 

Ha Lugar” por el TPI, que también ordenó al recurrido a que cumpliera 

con la Orden del Comisionado Especial, so pena de sanción 

económica.6 

                                       
3 Petición de Certiorari, Apéndices 19 y 20, págs. 85-87. 
4 Íd., Apéndice 28, págs. 125-128 (Informe del Comisionado Especial). 
5 Íd. págs. 134-135 (Orden). 
6 Íd. pág. 170 (Orden). 
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 El 6 de junio de 2017 el Comisionado Especial presentó Moción 

Solicitando Remedios en la que informó que el recurrido había 

incumplido con las órdenes emitidas por éste y con la Orden del TPI del 

25 de abril de 2017. Entre éstas, alegó que el recurrido incumplió con 

la orden en que se le solicitó información para atender la alegación de 

que la corporación General Power, Inc. le pertenecía en su totalidad al 

señor Efraín Valentín Garay, orden sobre requerimiento de pago a la 

peticionaria, orden para requerir información financiera detallada de 

las corporaciones General Power, Inc., Náutica Properties, Inc. y 

Náutica Café, Inc., y en cuanto al pago por el recurrido de la parte 

proporcional en el costo de la tasación de las propiedades. El recurrido 

presentó una Moción en Cumplimiento de Orden a la que replicó la 

peticionaria. 

 Según alega la peticionaria en su Petición, el 23 de enero de 2018 

el TPI celebró una vista que fue presidida por un juez distinto y en 

dicha vista el recurrido replanteó lo relacionado a la falta de 

jurisdicción del Tribunal sobre las corporaciones. La peticionaria 

expone en el recurso que en la misma vista el Tribunal ordenó a las 

partes a someter Memorandos de Derecho. Luego, la corporación 

General Power, Inc., presentó Moción sin someterse a la jurisdicción del 

Tribunal, en la que alegó que nunca se expidieron los emplazamientos 

para las corporaciones demandadas. La peticionaria presentó 

Memorando de Derecho en Cumplimiento de Orden, el 26 de febrero de 

2018. 

 El TPI celebró vista el 2 de mayo de 2018, la cual fue presidida 

por la Hon. María Z. Trigo Ferraiuoli, quien adelantó a las partes que 

había emitido Resolución y Orden que sería notificada, en la que 

resolvió que tenía jurisdicción en cuanto a la codemandada General 

Power, Inc. y, además, determinó que los bienes pertenecientes a las 

corporaciones no serían incluidos en la liquidación de los bienes 
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gananciales.7 Tras notificada la Resolución y Orden aquí recurrida, la 

peticionaria solicitó reconsideración, que fue denegada por el TPI. El 3 

de agosto de 2018, el Comisionado Especial designado por el TPI 

interpuso Moción en Solicitud de Aclaración del Tribunal, Informando la 

Conclusión del Primer Grupo de Tasaciones y Solicitud de Orden a las 

Partes. La peticionaria acudió ante este foro intermedio el 6 de agosto 

de 2018 mediante el recurso de título y formula el siguiente 

señalamiento de error: 

ERRÓ EL TPI AL DEJAR SIN EFECTO LAS VARIAS ÓRDENES 
EMITIDAS POR DICHO FORO DONDE AUTORIZÓ A TASAR LOS 
12 INMUEBLES ADQUIRIDOS POR LAS PARTES A NOMBRE DE 
UNA CORPORACIÓN CUYOS ACCIONISTAS SON LA 
PETICIONARIA Y EL RECURRIDO EFRAÍN VALENTÍN COLÓN, 
CUANDO DICHA CORPORACIÓN ES PARTE DE LA PRESENTE 
ACCIÓN SOBRE LIQUIDACIÓN DE BIENES Y ACCIÓN 
DERIVATIVA. CUANDO LA ÚNICA RAZÓN PARA LLEVAR A 
CABO LA TASACIÓN DE L[O]S REFERIDOS INMUEBLES ES 
VALORAR LAS ACCIONES DE LA EXTINTA SOCIEDAD LEGAL 
DE GANANCIALES EN LA CORPORACIÓN GENERAL POWER Y 
PERMITIR AL COMISIONADO ESPECIAL NOMBRADO POR EL 
TPI EVALUAR SI PROCEDEN O NO UNOS RECLAMOS DE 
CRÉDITOS EFECTUADOS POR EL RECURRIDO VALENTÍN 
COLÓN SOBRE LAS 8 ADQUIR[I]DAS POR LAS PARTES Y 
SOBRE LAS 12 PROPIEDADES A NOMBRE DE CORPORACIÓN 
GENERAL POWER, INC. 

 

 Evaluada la Petición de Certiorari, concedimos diez días al 

recurrido para mostrar causa por la cual no debamos expedir el auto 

solicitado y para expresarse sobre los méritos del recurso. Presentado 

su Alegato, resolvemos. 

II. 

A. Recurso de Certiorari 

El auto de Certiorari es el vehículo procesal que permite a un 

tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

inferior. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723 (2016); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón Mendoza, 

149 DPR 630, 637 (1999). Su principal característica se asienta en “la 

discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

                                       
7 Íd., Apéndice 44, págs. 206-209 (Minuta de 2 de mayo de 2018). 
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expedición y adjudicar sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012).   

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende la 

revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el foro 

de instancia en el transcurso y manejo del caso.  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal al que se recurre mediante certiorari tiene 

discreción para atender el asunto planteado, ya sea expidiendo el auto o 

denegándolo.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 

596 (2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913 (2009); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).   

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

V, R. 52.1, dispone que:   

[…] El recurso de Certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 
Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden 
bajo las Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción 

de carácter dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 

revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por 
el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público 

o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 
apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.  Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión.      

 

Aun cuando un asunto esté comprendido dentro de las materias 

que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, supra, para 

poder ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un caso es 

menester evaluar si, a la luz de los criterios enumerados en la Regla 40 

de nuestro Reglamento, supra, se justifica nuestra intervención, pues 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción para 

expedir el auto de Certiorari.  Feliberty v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 

834, 837 (1999).   
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Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que nos son planteados mediante el recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40, señala los criterios que para ello debemos considerar.  Éstos 

son:  

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  
  

Un Certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de estos 

criterios aconseja la revisión del dictamen recurrido.  Es decir, el 

ordenamiento impone que ejerzamos nuestra discreción y evaluemos si, 

a la luz de alguno de los criterios contenidos en la misma, se requiere 

nuestra intervención. De no ser así, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado, de manera que se continúen los 

procedimientos del caso sin mayor dilación en el foro de primera 

instancia. 

B. Liquidación de Comunidad de Bienes Gananciales 

La sociedad de gananciales es el régimen económico supletorio 

que establece el Código Civil de Puerto Rico para que rija durante un 

matrimonio a falta de capitulaciones matrimoniales válidas. BL 

Investment Inc. v. Registrador, 181 DPR 5, 13 (2011). La sociedad legal 

de gananciales comienza el día de la celebración del matrimonio y 

concluye al disolverse, ya sea por muerte, divorcio o nulidad.  Artículos 
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1315 y 1328 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA secs. 3681 y 

3712.   

Durante la vigencia del régimen económico antes mencionado, 

existe una presunción de ganancialidad sobre todos los bienes del 

matrimonio, así como sobre las deudas y obligaciones que fueran 

asumidas por cualquiera de los cónyuges. BL Investment Inc. v. 

Registrador, supra; Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 967, 978-

979 (2010). Son bienes gananciales: (1) los adquiridos por título 

oneroso durante el matrimonio a costa del caudal común, bien se haga 

la adquisición para la comunidad o para uno solo de los esposos; (2) los 

obtenidos por la industria, sueldo o trabajo de los cónyuges o de 

cualquiera de ellos; y (3) los frutos, rentas o intereses percibidos o 

devengados durante el matrimonio, procedentes de los bienes comunes 

o de los peculiares de cada uno de los cónyuges. Muñiz Noriega v. 

Muñoz Bonet, supra, a la pág. 979, citando el Artículo 1301 del Código 

Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3641.   

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado que “la disolución del 

matrimonio provoca ipso facto la extinción de la sociedad legal de 

gananciales”. Montalván v. Rodríguez, 161 DPR 411, 420 (2004). Una 

vez disuelto el vínculo matrimonial, se forma una comunidad post 

ganancial. No obstante, aunque la disolución del matrimonio acarrea la 

terminación del régimen de la Sociedad Legal de Gananciales, la 

liquidación del capital común de los ex cónyuges no siempre ocurre 

simultáneamente a esta disolución”. Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 

DPR 967, 982 (2010). De esa manera, surge entonces una comunidad 

de bienes compuesta por todos los bienes del haber antes ganancial, en 

la cual cada partícipe posee una cuota independiente y alienable con el 

correspondiente derecho a intervenir en la administración de la 

comunidad y a pedir su división. Montalván v. Rodríguez, supra, pág. 

421. 
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Los artículos 1299 y 1301 del Código Civil de Puerto Rico 

determinan la naturaleza de los bienes que pueden coincidir en la 

economía conyugal sujeta al régimen de gananciales. De un lado, los 

bienes privativos o exclusivos de cada uno de los cónyuges; de otro, los 

que constituyen el patrimonio ganancial o común. Los bienes o 

derechos que se adquieran a título oneroso o a costa del caudal común, 

constante el matrimonio, se reputan gananciales. 31 LPRA secs. 3631 y 

3641, respectivamente.  

La comunidad de bienes ordinaria entre los ex cónyuges se rige, a 

falta de contrato o disposiciones especiales, por las normas dispuestas 

en los Arts. 326 al 340 de nuestro Código Civil, referentes a la figura de 

la comunidad de bienes. 31 LPRA secs. 1271–1285. Cruz Roche v. De 

Jesús, 182 DPR 313, 322 (2011); Montalván v. Rodríguez, supra; Calvo 

Mangas v. Aragonés Jiménez, 115 DPR 219 (1984); García López v. 

Méndez García, 102 DPR 383, 395 (1974). Esta comunidad de bienes 

post ganancial o post matrimonial existe hasta que se liquida 

finalmente la sociedad de gananciales y puede, por lo tanto, extenderse 

indefinidamente, pues la acción para liquidar la cosa común nunca 

prescribe. Art. 1865 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5295.  

Presentada la acción judicial para liquidar la sociedad ganancial, 

se procederá a la formación de un inventario con avalúo y tasación. Íd; 

Rosa Resto v. Rodríguez Solís, 111 DPR 89, 91 (1981). Este 

comprenderá numéricamente, para colacionarlas, las cantidades que, 

habiendo sido pagadas por la sociedad legal de gananciales, deban 

rebajarse del capital del marido o de la mujer.  Tras el pago de las 

deudas, cargas y obligaciones de la sociedad, se liquidará y pagará el 

capital de ambos ex cónyuges hasta donde alcance el caudal 

inventariado. Art. 1319 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3691. 

Finalmente, hechas las deducciones a dicho caudal inventariado, el 

remanente constituirá el haber o activo neto de la extinta sociedad legal 

de gananciales. Art. 1320 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3695. 
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Cabe señalar, que el Tribunal Supremo ha establecido que al 

momento de decretar la liquidación de la sociedad legal de gananciales 

el tribunal debe tomar en consideración la procedencia de cualquier 

acción de reembolso que reclaman los ex cónyuges. Figueroa Robledo v. 

Rivera Rosa, 149 DPR 565 (1999). Por lo tanto, a la luz de la evidencia 

sometida, en la adjudicación final de la participación que le 

corresponde a cada ex cónyuge, el Tribunal debe considerar si uno de 

los ex cónyuges puede interponer frente al otro un crédito por los 

cambios y operaciones ocurridas en el haber común. Montalván v. 

Rodríguez, supra.  

El artículo 1322 del Código Civil establece que la división de los 

bienes habidos en la comunidad post ganancial se hará por partes 

iguales entre ambos ex cónyuges. 31 LPRA sec. 3696; Montalván v. 

Rodríguez, supra, pág. 424. En caso de que no se liquide la comunidad 

post ganancial inmediatamente después de la disolución del 

matrimonio, al determinar la participación de cada ex cónyuge hay que 

distinguir entre el valor de los bienes existentes al momento de la 

disolución de la sociedad legal de bienes gananciales vis-a-vis su valor 

al momento de la liquidación. Íd., pág. 427. Procede determinar cuánto 

del aumento o de la disminución del valor de los bienes al momento de 

la liquidación se debe al mero paso del tiempo o a la naturaleza de la 

cosa común y cuánto de su aumento de valor se deba a la gestión 

exclusiva de uno de los cónyuges. Íd. En caso de que la aportación de 

los ex cónyuges a la cosa común sea en proporciones desiguales, la 

presunción de equivalencia de cuotas en la comunidad post ganancial 

puede ser rebatida mediante la presentación de prueba que establezca 

que los frutos habidos en los bienes sujetos a comunidad o su aumento 

en valor son producto de la labor exclusiva o mayor de uno de los ex 

cónyuges. En ese caso el aumento del valor de la cosa común o los 

frutos se dividirán en la proporción en que cada ex cónyuge aportó. Íd. 
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C. Ley de Corporaciones  

De otra parte, la corporación, como creación artificial de la ley, es 

persona distinta de sus miembros o accionistas. Cód. Civil P.R., Art. 

27, 31 LPRA sec. 101. La individualidad de estos desaparece y es 

absorbida por el capital social y no son ellos ni privada ni 

conjuntamente dueños inmediatos o directos de la corporación ni de los 

bienes concretos de esta. Dennis, Metro Invs. Corp., v. City Fed. Savs., 

121 DPR 197, 209-210 (1988); Sabalier v. Iglesias, 34 DPR 352, 359 

(1925); D.A.C.O. v. Alturas de Florida Dev. Corp., 132 DPR 905 (1993).  

La conexión dominical que pueda establecer una persona natural 

o jurídica con el capital o los bienes de una corporación se logra por 

medio de las acciones que esta última emita, y solo a través de la 

titularidad de sus acciones se puede ser dueño del capital y partícipe 

de las ganancias o dividendos de la corporación. Es decir, el capital de 

la corporación está dividido o representado por acciones y el accionista 

solo posee un interés o una parte alícuota en el capital de la 

corporación. Se ha definido la acción corporativa como “un interés o 

cuota perteneciente al accionista individualmente en la propiedad de la 

corporación”. López Martínez v. Yordán, 104 DPR 594, 596-597 (1976).  

Las acciones de capital de una corporación se consideran bienes 

muebles en manos del accionista que las posee. Este accionista, como 

cualquier titular de un bien, tiene la potestad de vender o enajenar sus 

acciones, sin necesidad de consultar ni obtener la aprobación de la 

corporación o de los restantes accionistas. De hecho, la libre 

disposición de las acciones es uno de los derechos básicos de los 

accionistas de una corporación. Sin embargo, el derecho a la libre 

disposición puede restringirse y limitarse en el certificado de 

incorporación, en los estatutos o mediante un acuerdo entre los 

accionistas y la corporación. Carlos E. Díaz Olivo, Corporaciones 339 

(2016). Arts. 5.01 y 6.02 de la Ley General de Corporaciones, 14 LPRA 

secs. 3581, 3621. 
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  Por lo dicho, los cónyuges accionistas de una corporación no son 

codueños de la corporación, sino de las acciones que emite la entidad 

jurídica. Ahora bien, no hay duda de que las acciones corporativas 

adquiridas durante el matrimonio con dinero o fondos gananciales o 

con dividendos percibidos de acciones privativas, son gananciales. En 

tal caso, el valor y los dividendos obtenidos de las acciones corporativas 

pertenecen a la sociedad legal de gananciales y están sujetas, como 

cualquier otro bien tangible o intangible, a las reglas del régimen 

ganancial mientras este subsista. Sucn. Santaella v. Srio. de Hacienda, 

96 DPR 442, 448-449 (1968); Alvarado v. Alemañy, 157 DPR 672, 680 

(2002). Claro, según indicado, disuelto el matrimonio, ya no ostentan 

ambos cónyuges la titularidad mancomunada sobre esas acciones, sino 

en copropiedad. En el nuevo régimen de comunidad de bienes ordinaria 

esas participaciones individuales se presumen por mitad. 

Eventualmente esto garantiza que se cumpla lo pautado por el Código 

Civil en su artículo 1295, 31 LPRA sec. 3621, y la jurisprudencia que lo 

interpreta: “el marido y la mujer harán suyos por mitad, al disolverse el 

matrimonio, las ganancias o beneficios obtenidos indistintamente por 

cualquiera de los cónyuges durante el mismo matrimonio”. 

D. Comisionado Especial 

La Regla 41.1 de las de Procedimiento Civil permite que los 

jueces y juezas nombren o designen a un comisionado especial para 

que les asista en la función adjudicativa en determinadas 

circunstancias. 32 LPRA Ap. V, R. 41.1. Salvo limitaciones en la orden 

de designación, este funcionario podrá celebrar vistas y recibir prueba, 

así como aquilatarla. Igualmente hará determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho que someterá, mediante el correspondiente 

informe, al tribunal, que tendrá la última palabra sobre tales asuntos. 

El comisionado especial auxilia al tribunal en su función adjudicativa, 

no lo desplaza. 
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Respecto a la aprobación del informe, la Regla 41.5(c) de las de 

Procedimiento Civil establece que “[e]n todos los casos, el tribunal 

aceptará las determinaciones de hechos del comisionado o 

comisionada, a menos que sean claramente erróneas. […] El tribunal, 

después de oír a las partes, podrá adoptar el informe, o modificarlo, o 

rechazarlo en todo o en parte, o recibir evidencia adicional, o devolverlo 

con instrucciones”. 32 LPRA Ap. V, R. 41.5(c).  

III. 

 La peticionaria en este caso alega que ella y el recurrido crearon e 

incorporaron juntos la Corporación General Power, Inc. y, que fue el 

esfuerzo de ambos lo que permitió que dicha corporación y otra creada 

durante el matrimonio (Náutica Properties) floreciera hasta llegar a 

adquirir 12 propiedades inmuebles, las cuales, en su mayoría están 

divididas en unidades de vivienda en alquiler. Expone que el recurrido 

ha mantenido control total de los bienes de las partes y de la 

administración de General Power, Inc. Plantea la peticionaria que las 

acciones corporativas adquiridas durante el matrimonio con dinero, 

esfuerzo y fondos gananciales o con dividendos percibidos de acciones 

privativas, son gananciales. Añade que, aunque ciertamente, las 

corporaciones tienen personalidad jurídica independiente, el valor de 

las acciones que le pertenecen a sus accionistas, de manera alguna 

interviene con la operación de la corporación.  

 La peticionaria arguye que, dentro de las operaciones que debe 

llevar a cabo el Comisionado Especial, éste debe evaluar y determinar 

del inventario, una vez rebajadas las obligaciones de la comunidad, las 

cantidades que deban rebajarse del capital del marido o de la mujer. 

Colige que, en este caso el Comisionado Especial debe analizar la data 

de las corporaciones para determinar el valor de las acciones de las 

partes que deberá adjudicar el TPI. Además, éste debe determinar los 

créditos que las partes reclaman en torno al valor de las acciones y 

realizar recomendaciones sobre las actuaciones de los ex cónyuges en 
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perjuicio de los bienes de la comunidad. Reitera que el valor de las 

acciones y los dividendos obtenidos de las acciones corporativas 

pertenecen a la sociedad legal de gananciales y están sujetas, como 

cualquier otro bien tangible o intangible, a las reglas del régimen 

ganancial mientras éste subsista, hasta su eventual liquidación. 

Plantea, que, por ello, resulta medular y necesaria la valoración de las 

acciones corporativas de General Power, Inc., Náutica Café y Náutica 

Properties para determinar el valor de éstas y adjudicar los créditos que 

le corresponden a cada parte. Expone que en este caso los activos de 

las corporaciones son todos los bienes muebles e inmuebles de éstas y 

la tasación de las estructuras, junto con su valor rentable será lo que 

permitirá que se les asigne un valor a las acciones corporativas. La 

peticionaria sostiene que el propósito de la valoración respecto a los 

inmuebles adquiridos a nombre de General Power, Inc., es solo para 

valorar sus acciones y no con el propósito de dividir los mismos, ya que 

las acciones forman parte del haber en comunidad sujeto a ser 

liquidado. Por ello, solicita que se reinstale la orden de tasación de los 

inmuebles para poder determinar el justo valor de las acciones de la 

corporación General Power, Inc. y poder dividir las mismas conforme a 

derecho. 

 Por su parte, el recurrido alega que la peticionaria admite que 12 

de las propiedades fueron compradas a través de las corporaciones, las 

cuales son entes jurídicos aparte, con su propia personalidad jurídica. 

Señala que la peticionaria no ha hecho alguna alegación con la 

intención de descorrer el velo corporativo, ni hay alegación de que el 

recurrido y la peticionaria confundían los bienes corporativos con sus 

bienes personales o de la sociedad legal de gananciales ya extinta. 

 De otra parte, el recurrido hace alegaciones respecto a la 

jurisdicción del TPI sobre la corporación General Power, Inc. No 

obstante, este asunto no está ante nuestra consideración. 
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 Así, vemos que la determinación aquí recurrida, contenida en la 

Resolución de 2 de mayo de 2018, lee así:  

. . . . . . . . 
“…determinamos que los bienes que pertenecen a las 
corporaciones no pueden ser incluidos en la liquidación de 

los bienes gananciales. Conforme a nuestro ordenamiento, 
para que se descorra el velo corporativo, el elemento rector 
radica en identificar la presencia de fraude, ilegalidad o uso 

inadecuado de la corporación. Descorrer el velo corporativo 
es a modo de excepción y debe ser concedido en ocasiones 

extraordinarias. En el presente caso, no están presentes 
ninguna de las excepciones. Sostenemos que la 
personalidad jurídica de las corporaciones es distinta a la 

de la comunidad ganancial y sus miembros. 
. . . . . . . . 

 

Según relatado anteriormente, notamos que, previo a la 

presentación del recurso de título, el Comisionado Especial presentó 

Moción en Solicitud de Aclaración del Tribunal, Informando la Conclusión 

del Primer Grupo de Tasaciones y Solicitud de Orden a las Partes. En la 

referida Moción el Comisionado Especial solicitó al TPI que aclarara la 

extensión de la Resolución recurrida, ya que la misma presuntamente 

afecta varios asuntos bajo su encomienda. En su escrito, expuso que, 

como parte de su labor y, a base de lo alegado por las partes en el caso, 

ha recopilado información necesaria para poder valorar las acciones 

corporativas y las participación de cada parte en las corporaciones 

donde se alega que ambos son accionistas y que, a los fines de valorar 

los activos y pasivos de la extinta sociedad de gananciales, se hace 

necesario valorar las acciones de las corporaciones, para lo cual es 

necesario tasar sus activos tanto muebles como inmuebles. Indicó, 

además, que la tasación de los activos corporativos también es 

necesaria para determinar la procedencia de varios créditos reclamados 

por el recurrido mediante carta fechada 15 de abril de 2016. Señaló 

que, sin el beneficio de la tasación de los activos muebles e inmuebles 

de las corporaciones, no se puede determinar la procedencia y 

razonabilidad de los créditos reclamados por el recurrido, liquidar y 

adjudicar la extinta sociedad de gananciales y cumplir 

responsablemente con la encomienda del Tribunal. En vista de lo 
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anterior, el Comisionado Especial solicitó al TPI que aclare si procede 

con la tasación del segundo grupo de propiedades pertenecientes a las 

corporaciones, según ordenado inicialmente. 

De la Resolución y Orden emitida por el TPI el 2 de mayo de 

2018, que incluye la determinación de la cual recurre la peticionaria, 

no surge alguna disposición que deje sin efecto la orden de tasación 

previamente dispuesta. Cabe destacar que los jueces del tribunal 

primera instancia gozan de gran flexibilidad y discreción para lidiar con 

los problemas que conlleva el diario manejo y tramitación de los 

asuntos judiciales y el administrar un eficiente sistema de justicia. 

Pueblo v. Vega Alvarado, 121 DPR 282 (1988). Ello presupone que 

tengan autoridad suficiente para conducir los asuntos litigiosos ante su 

consideración y para aplicar correctivos apropiados de la manera y 

forma que su buen juicio, discernimiento y su sana discreción les 

indique, facultad con la cual no intervendremos excepto cuando sea 

absolutamente necesario con el propósito de evitar una flagrante 

injusticia. Íd. Además, los jueces y juezas gozan, también, de amplia 

facultad para disponer de los procedimientos ante su consideración de 

forma que se pueda asegurar la más eficiente administración de la 

justicia, y están llamados a intervenir activamente para manejar los 

procesos y dirigirlos de forma tal que se logre una solución justa, 

rápida y económica de los casos.  Vives Vázquez v. E.L.A., 142 DPR 117 

(1996). Por tanto, si su actuación se funda en una base razonable que 

no resulta perjudicial a los derechos sustanciales de una parte, debe 

prevalecer su criterio. Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554 (1959).  

En el presente caso el TPI no ha dispuesto sobre algún proceso 

para valorar las acciones que la extinta sociedad de bienes gananciales 

ostenta en las corporaciones. Respecto a este asunto, el Comisionado 

Especial ha solicitado al foro primario que aclare si procede o no llevar 

a cabo las tasaciones de las propiedades a nombre de las 

corporaciones, con el fin de valorar las acciones. No surge del 
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expediente ante nos que ese asunto haya sido adjudicado por el TPI. 

Por tanto, luego de considerar los criterios que contempla la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, determinamos no 

intervenir con el dictamen aquí recurrido. 

IV. 

Por los fundamentos antes señalados, este Tribunal deniega la 

expedición del auto de Certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


